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Medellín, 17 de febrero de 2022 

 

Señores: 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE ANTIOQUIA (Reparto) 

E. S. D. 

 

Ref.    ACCIÓN DE TUTELA CON MEDIDA PROVISIONAL 

 

ACCIONANTE:  LINA MARIA PUENTE TORRES 

 

ACCIONADO:  CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA, RAMA JUDICIAL –

SECCIONAL DE ADMINISTRACION JUDICIAL- ANTIOQUIA, JUZGADO PRIMERO 

ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE TURBO ANTIOQUIA EN CABEZA 

DEL JUEZ ARMEL VASQUEZ MEJIA. 

 

LINA MARIA PUENTE TORRES, mayor y vecina del Municipio de Turbo Antioquia, 

identificada como aparece al pie de mi firma, actuando en nombre propio, mediante este 

escrito me permito presentar ACCIÓN DE TUTELA CON MEDIDA PROVISIONAL 

contra el CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA, la RAMA JUDICIAL –

SECCIONAL DE ADMINISTRACION JUDICIAL- ANTIOQUIA, y el JUZGADO 

PRIMERO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE TURBO ANTIOQUIA EN 

CABEZA DEL JUEZ ARMEL VASQUEZ MEJIA, por violación a los derechos 

Constitucionales a la DIGNIDAD HUMANA, MÍNIMO VITAL DEL MENOR, SALUD Y 

PROTECCIÓN A LA ESTABILIDAD LABORAL REFORZADA POR ENCONTRARME 

EN ESTADO DE LACTANCIA, Constituyen fundamento de esta acción constitucional, los 

siguientes: 

 

HECHOS 

 

PRIMERO: El día 10 de agosto de 2015, inicie a laborar en la Rama Judicial Juzgado 

Primero Administrativo Oral del Circuito de Turbo Antioquia, como Oficial Mayor-

Sustanciadora. 

 

SEGUNDO: En el mes de marzo del año 2021, inicie proceso de gestación, y el día 15 de 

marzo de 2021 informo al Despacho (juez y compañeros) tal situación, adjuntando al correo 

electrónico del Juzgado “jadmturbo@cendoj.ramajudicial.gov.co” el resultado del examen 

de sangre que dio positivo para mi embarazo. Frente a lo cual, el Juez señaló que se 

informaría al Consejo Superior de la Judicatura Sala Administrativa, mi condición; no 

obstante, no se realizó ningún acto administrativo o escrito, en el que se enterara a la 

Seccional de la situación y tampoco se elaboró resolución alguna en la que se me 

reconociera la Estabilidad Laboral Reforzada. 
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De acuerdo a la Circular PSAC11-43 del 15 de noviembre de 2011 expedida por el Consejo 

Superior de la Judicatura Sala Administrativa en la que se señaló lo siguiente: 

“Procedimiento a seguir frente a nombramientos en propiedad por concurso de méritos vs 

estabilidad laboral reforzada de servidoras judiciales vinculadas en provisionalidad y que 

se encuentran en estado de embarazo”, deber que no fue cumplido por el superior 

inmediato. 

 

El funcionario en cuestión debió, poner en conocimiento mi situación de gravidez al 

Consejo Superior de la Judicatura a efectos de que el cargo no fuera solicitado como 

efectivamente ocurrió, vulnerando con ello mis derechos fundamentales y los de mi bebe, 

toda vez que, el Consejo Superior no tuvo conocimiento ni de mi estado de embarazo ni de 

la licencia de maternidad ni tampoco hasta que fecha va el periodo de lactancia. 

 

TERCERO: El día 15 de octubre de 2021 di a luz a mi hija Anly Andrea Nagles Puente, 

suceso que también informé al Despacho, adjuntando historial clínico y licencia de 

maternidad reconocida por la EPS SURA por un periodo de 126 días, que iniciaron el día 

15 de octubre de 2021 hasta el día de hoy 17 de febrero de 2022. 

 

CUARTO: El día 31 de enero de 2022 fui informada por la secretaria del Despacho señora 

Jessica Montalvo, que el cargo que ostento de Oficial Mayor, había sido solicitado por 

encontrarse en lista de elegibles dentro de la convocatoria Numero 04 de 2017, lo cual 

obedeció a que el cargo no fue reportado o sacado de la lista por encontrarse ocupado por 

una persona con Estabilidad Laboral Reforzada, estabilidad que se encuentra descrita en la 

circular mencionada y hasta que la menor tenga al menos un año de vida. 

 

Con relación a la estabilidad laboral reforzada en razón a la maternidad, la corte 

constitucional ha dicho: 

 

“Frente al tema, la Corte Constitucional se ha pronunciado en varias oportunidades en 

lo que se ha denominado ESTABILIDAD LABORAL REFORZADA y particularmente en 

el caso de existir tensión entre el derecho a la estabilidad laboral de la mujer 

embarazada, frente al derecho que tiene del servidor que aspira a ser nombrado en 

propiedad por concurso de méritos, señalando en su jurisprudencia que, teniendo en 

cuenta el amparo especial del que goza la mujer en estado de embarazo y todos los 

derechos fundamentales que podrían verse transgredidos con su desprotección; en el 

caso concreto, debe prevalecer el derecho a la estabilidad laboral reforzada derivado 

del fuero de maternidad sobre la estabilidad laboral de la persona que pueda ser 

nombrada en carrera. Pues si bien, es una carga que se traslada a aquella, no se 

considera desproporcionada ni excesiva teniendo en cuenta (i) la pluralidad de derechos 

constitucionales que se salvaguardan con esta medida, y (ii) la transitoriedad de la 

decisión, por no ser un estado que se prolongue indefinidamente en el tiempo. 

2



En consecuencia, y atendiendo los lineamientos expresados por la Corte Constitucional, 

en garantía de la protección de los derechos fundamentales de la mujer embarazada y 

del menor que está por nacer, es necesaria la adopción de medidas administrativas y 

afirmativas, que coadyuven a garantizar dicha estabilidad, para lo cual se seguirá el 

siguiente procedimiento: 

 

1. Conocimiento del estado de embarazo: Si el nominador conoce la situación de 

embarazo de la servidora que se encuentra nombrada en provisionalidad en un 

cargo de carrera, que se encuentra en vacancia definitiva, deberá, siguiendo el 

procedimiento establecido en el artículo 167 de la Ley 270 de 1996, reportar la 

vacante definitiva, pero informará a la Sala Administrativa o Seccional 

correspondiente, del estado de embarazo y los datos de quien lo ocupa en 

provisionalidad, así como los soportes médicos que lo acreditan, a efectos de que la 

sede no sea ofertada como vacante definitiva; en tanto persista la especial 

protección. (Subrayado fuera del texto) 

2. (…) 

3. (…) 

 

En cualquiera de las situaciones anteriores, la protección de la mujer en estado de 

embarazo y del menor que está por nacer, en aplicación del principio de solidaridad y 

de la estabilidad laboral reforzada, va desde el momento mismo de la gestación, hasta 

el cumplimiento del primer año de vida del menor, de no darse una manifestación de 

voluntad de retiro de la servidora, respecto del cargo del cual se le está brindando la 

protección. (Subrayado fuera del texto) 

 

Para lo anterior, la servidora en provisionalidad, deberá aportar la prueba de gravidez, 

y el registro civil de nacimiento, a efectos de otorgar la protección aquí señalada. 

 

4. Seguimiento Sala Administrativa y Seccionales: Comunicada la novedad, la Sala 

Administrativa o Seccional según corresponda la competencia, dará aviso a los 

integrantes del registro de elegibles, sobre la no ofertación de la sede vacante. 

 

En igual sentido hará el control respectivo, a efectos de que una vez cumplido el 

periodo de protección, la vacante sea ofertada o se de curso a los actos de 

nombramiento y posesión si es del caso, y se de curso a la normatividad y reglamento 

para la provisión de cargos en vacancia definitiva en propiedad, para lo cual deberá 

contar con el apoyo de los respectivos nominadores y de la Dirección Ejecutiva y 

Seccionales de Administración Judicial.” (Subrayado fuera del texto)1 

 

QUINTO: El día 31 de enero de 2021, recibí correo electrónico por parte del Juzgado 

                                                        
1 Sentencia T-088 de 2010. 
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Primero Administrativo, en el que se adjuntó una respuesta dada por el Consejo Seccional a 

petición realizada por el Despacho a dicha entidad el día 14 de diciembre de 2021 en la que 

se solicitó lo siguiente: 

 

“Frente al cargo de OFICIAL MAYOR JUZGADO DE CIRCUITO, en el mismo se anota 

(*) sin embargo, la nota no corresponde a la razón por la cual esta persona presenta 

condiciones de estabilidad laboral; es de aclarar que quien ocupa uno de los cargos de 

Oficial Mayor y que presenta estabilidad es por LICENCIA DE MATERNIDAD con 

fecha de inicio 15 de octubre de 2021. Adicionalmente, debe indicarse que el fuero de 

maternidad iría hasta que el hijo de la empleada cumpla el primer año de vida, lo cual 

sería hasta el 15 de octubre de 2022.” 

 

El 31 de enero de 2021, el Consejo Superior de la Judicatura dio respuesta a la petición del 

Juzgado en el siguiente sentido:  

 

“A efectos de atender la petición realizada mediante correo electrónico del  14-12-2021 

y radicada en esta Corporación con el código EXTCSJANT21-13574 (21-12-2021) en la 

cual solicita tener en cuenta el cargo de Oficial mayor circuito  está siendo ocupado por 

una empleada a la cual le fue concedida estabilidad laboral reforzada por maternidad; 

de manera atenta me permito informar que la función del Consejo Seccional como 

Administrador de la Carrera Judicial es la conformación de listas y provisión de las 

mismas a los despachos judiciales a fin de que sean los nominadores de cada despacho 

quienes realicen el trámite posterior a la remisión de listas para proveer los cargos en 

propiedad. 

 

Teniendo en cuenta lo anterior, resaltamos que cada titular de Despacho es quien tiene 

el poder de nominación y quien debe tener en cuenta al momento de adelantar los 

trámites administrativos, las situaciones que se presentan con los empleados que 

ostentan los cargos en provisionalidad, para proceder a tomar la decisión que 

consideren pertinente sin dejar de lado los derechos de carrera adquiridos por los 

aspirantes que conforman las diferentes listas y que legítimamente optaron por un cargo 

publicado como vacante. 

 

En caso de que la estabilidad laboral reforzada sea concedida por maternidad, de 

manera atenta me permito remitir Circular PCSAC11-43 mediante la cual se establece 

el procedimiento a seguir frente a nombramientos en propiedad por concurso de 

méritos vs estabilidad laboral reforzada de servidoras judiciales vinculadas en 

provisionalidad y que se encuentran en estado de embarazo.” (Negrita y subrayada 

fuera del texto). 
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SEXTO: La anterior respuesta es clara en indicar que es el nominador quien debe realizar 

el trámite a efectos de que se ampare los derechos fundamentales por licencia de 

maternidad y por periodo de lactancia, trámite que en este caso no fue adelantado y que se 

pretendió suplir trasladándole la carga al Consejo Superior a través de un derecho de 

petición, contrariando lo dispuesto en la circular CJC22-2 del 10 de febrero de 2022, en la 

que se indica que son los nominadores quienes deben informar estas novedades a la 

corporación mediante acto administrativo. 

 

SEPTIMO: El día 14 de febrero de 2022 fui notificada por correo electrónico de un acto 

administrativo “COMUNICACION RESOLUCION NOMBRAMIENTO OFICIAL 

MAYOR” en la que, se adjunta copia de la Resolución Número 14 del 14 de febrero de 

2022, en la cual se decidió nombrar en propiedad en el cargo de Oficial Mayor 

Sustanciadora que ostento en provisionalidad, desde el 10 de agosto de 2015 hasta la fecha, 

a la señora ANNY ZULEYMA PALACIOS IBARGUEN. El mencionado cargo es el que 

desempeña la suscrita que como ya lo mencione me encuentro en licencia de maternidad 

hasta el 17 de febrero de 2022 y en periodo de lactancia hasta el 15 de octubre de 2022 

situación que no fue puesta en conocimiento del Consejo Superior de la Judicatura a efectos 

de que constara así, en la respectiva lista de elegibles vulnerando con esto reitero mis 

derechos fundamentales a la ESTABILIDAD LABORAL REFORZADA DERIVADA DEL 

FUERO DE MATERNIDAD, DIGNIDAD HUMANA, MÍNIMO VITAL DEL MENOR, 

SALUD Y PROTECCIÓN a la ESTABILIDAD LABORAL REFORZADA POR 

ENCONTRARME EN ESTADO DE LACTANCIA. 

 

OCTAVO: A partir del 18 de febrero de 2022 se hace efectiva la Resolución número 14 

del 14 de febrero de 2022, mediante la cual se me desvincula de la Rama Judicial y se 

nombra a ANNY ZULEYMA PALACIOS IBARGUEN en mi reemplazo, vulnerándose mi 

Derecho Fundamental a la Estabilidad Laboral Reforzada y dejando desamparada a mi bebe 

de tan solo 4 meses de vida, quien dejará de gozar de una buena calidad de vida en sus 

primeros meses de vida. 

 

NOVENO: Me veo en la obligación de instaurar la presente acción constitucional en razón 

a que es, el medio más expedito, inmediato y subsidiario que tengo para hacer valer mis 

derechos fundamentales, debido a la inmediatez de la decisión de mi desvinculación de la 

Rama Judicial, lo cual ocurriría en la feche 18 de febrero de 2022, tornando en inminente la 

vulneración de mis derechos fundamentales y los de mi bebe y a su vez haciendo imposible 

que un término de 2 días cumpla los requisitos para instaurar una demanda de nulidad y 

restablecimiento del derecho, la cual, seguramente culminaría después de vencido el 

periodo de lactancia de mi hija Anly Andrea Nagles Puente. 
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PRETENSIONES: 

 

Con base en los hechos narrados, me permito solicitar muy respetuosamente: 

 

PRIMERO: Se tutelen los derechos fundamentales a la: ESTABILIDAD LABORAL 

REFORZADA DERIVADA DEL FUERO DE MATERNIDAD, DIGNIDAD HUMANA, 

MÍNIMO VITAL DEL MENOR, SALUD, PROTECCIÓN A LA ESTABILIDAD 

LABORAL REFORZADA POR ENCONTRARME EN ESTADO DE LACTANCIA y se 

me conceda la Estabilidad Laboral Reforzada mediante acto administrativo como lo 

indican las circulares PCSAC11-43 del 15 de noviembre de 2011 y CJC22-2 del 10 de 

febrero de 20222 del Consejo Superior de la Judicatura Unidad de Administración de 

Carrera Judicial. 

 

SEGUNDO: Se suspendan los efectos de la Resolución Número 14 del 14 de febrero de 

2022 la cual se hará efectiva a partir del 18 de febrero de 2022. 

 

TERCERO: Se conceda mediante acto administrativo “Resolución” proferida por el Juez 

Primero Administrativo del Circuito de Turbo Antioquia Estabilidad Laboral Reforzada 

hasta que mi bebe tenga un (1) año de vida tal como se dispuso en la Circular PSAC11-43 

de 15 de noviembre de 2011 del Consejo Superior de la Judicatura Sala Administrativa, en 

la que indicó el “Procedimiento a seguir frente a nombramientos en propiedad por 

concurso de méritos vs estabilidad laboral reforzada de servidoras judiciales vinculadas 

en provisionalidad y que se encuentran en estado de embarazo.” 

 

CUARTO: Se ordené mi reintegro o reubicación al cargo de Oficial Mayor Sustanciadora 

en iguales circunstancias a las que ostento de efectuarse la desvinculación al mismo, y el 

pago todos los salarios, prestaciones sociales dejados de percibir desde el momento de mi 

desvinculación hasta cuando sea efectivamente reintegrada, así mismo ordene que se 

paguen los aportes al sistema general de seguridad social (salud, pensión, riesgos 

laborales) desde el momento de mi desvinculación hasta cuando se produzca mi reintegro 

sin condición de continuidad. 

 

DERECHOS VULNERADOS 

 

Con base en los hechos narrados, considero que se han vulnerado los siguientes derechos 

fundamentales: ESTABILIDAD LABORAL REFORZADA DERIVADA DEL FUERO DE 

MATERNIDAD, DIGNIDAD HUMANA, MÍNIMO VITAL DEL MENOR, SALUD Y 

                                                        
2 CIRCULAR CJC22-2 Fecha 10 de febrero de 2022 la cual señala: (…) Por lo anterior, ante las solicitudes de estabilidad laboral 

reforzada que radiquen en la Corporación los empleados que se encuentran nombrados en provisionalidad, éstas deberán ser 
remitidas por competencia a la correspondiente autoridad nominadora para su atención, adicionalmente se sugiere 

emitir una circular con destino a los nominadores informando lo correspondiente. 
Es claro que para que el Consejo Seccional de la Judicatura proceda a hacer anotaciones en la publicación de la vacante, debe 

mediar un acto administrativo expedido por el nominador en el que determine la existencia de estabilidad o cualquier 
circunstancia especial frente al servidor que ocupa la sede en provisionalidad y el término determinado o determinable 

de la decisión. (Negrilla y subrayado fuera del texto original) 
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PROTECCIÓN a la ESTABILIDAD LABORAL REFORZADA POR ENCONTRARME 

EN ESTADO DE LACTANCIA, incluyendo el señalado en el último inciso del artículo 44 

de la Constitución Política, según el cual los derechos de los niños prevalecen sobre los 

derechos de los demás. 

 

MEDIDA PROVISIONAL 

 

Respetuosamente le solicito al señor Juez de Tutela que de conformidad  al artículo 7° 

Decreto 2591 de 1991, COMO MEDIDA PROVI SIONAL: 

 

PRIMERO: Se suspendan los efectos de la Resolución número 14 del 14 de febrero de 

2022 la cual se hará efectiva a partir del 18 de febrero de 2022. 

 

FUNDAMENTOS JURÍDICOS 

 

Actuando en nombre propio, acudo ante su Despacho para solicitar la protección de los 

derechos mencionados anteriormente. Dado que se vulnero el FUERO DE MATERNIDAD 

que tiene como fin; asegurar la eficacia de la prohibición de despedir a la trabajadora 

embarazada o en periodo de lactancia. 

 

 Al respecto, en sentencia T-226 de 2012 se indicó que: 

“La estabilidad laboral reforzada ha sido un tema de relevancia constitucional y su fin es 

asegurar que el trabajador en situación de debilidad manifiesta no esté expuesto en forma 

permanente a perder su trabajo poniendo en riesgo su propio sustento y el de su familia, 

por ello el término pactado para la duración de la labor contratada pierde toda su 

importancia cuando es utilizado como causa legítima por el empleador para ocultar su 

posición dominante y arbitraria en la relación laboral ejerciendo actos discriminatorios 

contra personas particularmente vulnerables y en condiciones de debilidad manifiesta. Tal 

deber constitucional limita o restringe la autonomía empresarial y privada imponiendo, 

cargas solidarias de garantizar la permanencia no indefinida pero si acorde con la 

situación de debilidad sufrida por el trabajador”. 

 

 Así mismo, el fuero de maternidad aparece reconocido por el artículo 239 del 

Código Sustantivo del Trabajo, precepto legal que es la manifestación del deber de 

protección de la mujer embarazada y de la maternidad consagrado en la 

Constitución y en los instrumentos internacionales, la Sentencia SU 075 de 2018 

indicó que: 

 

“El fuero de maternidad desarrolla el derecho fundamental a la estabilidad laboral 

reforzada de las mujeres gestantes y lactantes y se compone de varias medidas de 

protección que, aunque diferenciadas, son complementarias y corresponden al propósito 
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de garantizar que no se excluya a las mujeres del mercado laboral en razón del proceso de 

gestación”. 

 

 La Corte Constitucional en sentencia T-673 de 10 de septiembre de 2014, se 

pronunció sobre la procedencia de la acción de tutela para proteger el derecho a la 

estabilidad reforzada. En la providencia en mención, señaló: 

 

“Así mismo, en la sentencia T-864 de 2011, este Tribunal sostuvo que “la jurisprudencia 

de la Corte también ha reconocido que la acción de tutela procede como mecanismo de 

protección de manera excepcional, en los casos en que el accionante se encuentra en una 

condición de debilidad manifiesta o sea un sujeto protegido por el derecho a la estabilidad 

laboral reforzada, es decir, en los casos de mujeres en estado de embarazo, de 

trabajadores con fuero sindical y de personas que se encuentren incapacitadas para 

trabajar por su estado de salud o que tengan limitaciones físicas.” 

 

 La Corte Constitucional en Sentencia de unificación SU-070 de 2013 

ESTABILIDAD REFORZADA indicó: 

 

“FUNDAMENTOS NORMATIVOS DE LA PROTECCION LABORAL REFORZADA 

DE MUJER EMBARAZADA O EN LACTANCIA/PROTECCION LABORAL 

REFORZADA DE MUJER TRABAJADORA EMBARAZADA O EN LACTANCIA-

Fuerza vinculante con instrumentos internacionales. 

 

La protección a la mujer durante el embarazo y la lactancia tiene múltiples fundamentos 

en nuestro ordenamiento constitucional. En primer lugar, el artículo 43 contiene un deber 

específico estatal en este sentido cuando señala que la mujer durante el embarazo y 

después del parto gozará de especial asistencia y protección del Estado, y recibirá de éste 

subsidio alimentario si entonces estuviere desempleada o desamparada. Este enunciado 

constitucional implica a su vez dos obligaciones: la especial protección estatal de la mujer 

embarazada y lactante, sin distinción, y un deber prestacional también a cargo del Estado: 

otorgar un subsidio cuando esté desempleada o desamparada. En el mismo sentido, el 

Estado colombiano se ha obligado internacionalmente a garantizar los derechos de las 

mujeres durante el periodo de gestación y lactancia. Existe una obligación general y 

objetiva de protección a la mujer embarazada y lactante a cargo del Estado. Es decir, se 

trata de una protección no sólo de aquellas mujeres que se encuentran en el marco de una 

relación laboral sino, en general, de todas las mujeres. El segundo fundamento 

constitucional es la protección de la mujer embarazada o lactante de la discriminación en 

el ámbito del trabajo, habitualmente conocida como fuero de maternidad. El fin de la 

protección en este caso es impedir la discriminación constituida por el despido, la 

terminación o la no renovación del contrato por causa o con ocasión del embarazo o la 

lactancia. Un tercer fundamento de la protección especial de la mujer en estado de 
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gravidez deriva de los preceptos constitucionales que califican a la vida como un valor 

fundante del ordenamiento constitucional, especialmente el Preámbulo y los artículos 11 y 

44 de la Carta Política. La vida, como se ha señalado en reiterada jurisprudencia de esta 

Corporación, es un bien jurídico de máxima relevancia. Por ello la mujer en estado de 

embarazo es también protegida en forma preferencial por el ordenamiento como gestadora 

de la vida que es. Ahora bien, la protección reforzada de la mujer embarazada, estaría 

incompleta si no abarcara también la protección de la maternidad, es decir, la protección 

a la mujer que ya ha culminado el período de gestación y ha dado a luz. En esa medida, 

dicho mandato guarda estrecha relación con los contenidos normativos constitucionales 

que hacen referencia a la protección de los niños y de la familia. En efecto, de esa 

manera se pretende que la mujer pueda brindar la necesaria atención a sus hijos, sin que 

por ello sea objeto de discriminaciones en otros campos de la vida social, como el trabajo, 

buscando entre otros, garantizar el buen cuidado y la alimentación de los recién nacidos. 

(…) 

 

MUJER EMBARAZADA EN PROVISIONALIDAD QUE OCUPA CARGO DE 

CARRERA-Reglas de aplicación. 

 

Cuando se trata de una trabajadora que ocupaba en provisionalidad un cargo de carrera 

y el cargo sale a concurso o es suprimido, se aplicarán las siguientes reglas: (i) Si el 

cargo sale a concurso, el último cargo a proveerse por quienes lo hayan ganado, deberá 

ser el de la mujer embarazada. Lo anterior, teniendo en cuenta que el cargo a ser proveído 

y la plaza en la que se desempeñará quien ganó el concurso, debe ser el mismo para el que 

aplicó. Cuando deba surtirse el cargo de la mujer embarazada o lactante por quién ganó 

el concurso de méritos, se deberá pagar a la mujer embarazada la protección consistente 

en el pago de prestaciones que garanticen la licencia de maternidad; (ii) si hubo supresión 

del cargo o liquidación de la entidad, se le debe garantizar a la trabajadora en 

provisionalidad, la permanencia en el cargo hasta que se configure la licencia de 

maternidad o de ser ello imposible, el pago de salarios y prestaciones, hasta que la 

trabajadora adquiera el derecho a gozar de la licencia.” 

 

De acuerdo con lo anterior, si bien, la señora ANNY ZULEYMA PALACIOS 

IBARGUEN, tiene derecho a ser nombrada en propiedad por haber ganado el 

concurso de mérito, en el cargo de Oficial Mayor- Sustanciadora Circuito, también lo 

es, que existen otros cargos vacantes en la Rama Judicial en los que ella puede ser 

nombrada, como lo es, el Juzgado Segundo Administrativo y Tercero Administrativo 

de este Circuito de Turbo Antioquia, donde hay empleados nombrados en 

provisionalidad en el cargo de Oficial Mayor- Sustanciador y que no gozan de ninguna 

condición especial que les brinde estabilidad laboral reforzada. Como lo ha dicho la 

Honorable Corte Constitucional en la SU- 070 de 2013 tal como se trascribió en líneas 

anteriores “Si el cargo sale a concurso, el último cargo a proveerse por quienes lo hayan 
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ganado, deberá ser el de la mujer embarazada”. 

 

Así las cosas, y con fundamento en las disposiciones antes señaladas me asiste derecho a 

permanecer vinculada en la Rama Judicial- Juzgado Primero Administrativo hasta que mi 

hija tenga un (1) año de edad, debiendo el funcionario, reconocer este derecho fundamental 

a la Estabilidad Laboral Reforzada por embarazo y posterior lactancia, mediante acto 

administrativo y darlo a conocer al Consejo Superior de la Judicatura Sala Administrativa 

para que procediera a hacer la anotación en la publicación de la vacante. 

 

JURAMENTO 

 

CUMPLIMIENTO AL ARTÍCULO 37 DE DECRETO 2591 de 1991: Manifiesto bajo 

la gravedad del juramento que no se ha presentado ninguna otra acción de tutela por los 

mismos hechos y derechos. 

 

PRUEBAS Y ANEXOS 

 

Documentales: 

 

1. Cedula de ciudadanía. 

2. Historia clínica donde consta el estado de embarazo, parto y licencia de maternidad. 

3. Registro civil de mi hija Anly Andrea Nagles Puente. 

4. Resolución No. 14 del 14 de febrero de 2022 mediante la cual se me desvincula y se 

nombra en propiedad a la señora ANNY ZULEYMA PALACIOS IBARGUEN. 

5. Circular PSAC11-43 del Consejo Superior de la Judicatura Sala Administrativa. 

6. Circular CJC22-2 Fecha 10 de febrero de 2022 del Consejo Superior de la 

Judicatura Sala Administrativa. 

 

NOTIFICACIONES 

 

ACCIONANTE: Correo electrónico lpuento@cendoj.ramajudicial.gov.co y 

linapuentes22@hotmail.com  

 

ACCIONADO: Correos electrónicos Juzgado Primero Administrativo Oral del 

Circuito de Turbo Antioquia jadmturbo@cendoj.ramajudicial.gov.co, Consejo Seccional 

de la Judicatura de Antioquia consecant@cendoj.ramajudicial.gov.co. 

 

Atentamente, 

 

 

LINA MARIA PUENTE TORRES  

CC. 1007649456 de Turbo Antioquia 

10

mailto:lpuento@cendoj.ramajudicial.gov.co
mailto:linapuentes22@hotmail.com
mailto:jadmturbo@cendoj.ramajudicial.gov.co
mailto:consecant@cendoj.ramajudicial.gov.co


Scanned by CamScanner

11



Sc
an

ne
d 

by
 C

am
Sc

an
ne

r12



Page 1 of 1 - C1TIFICADO DE NACIMIENTO 

¿ Centro Poblado (InspcciÓn, corregimiento o caserío) 

L 
FECHA DEL NACIMIENTO 

jO21-io-i5 AAAA-MM-DD 

HORA DEL NACIMIENTO: 
Hora Minutos hs 1 Sin astabícer 

Primer Nombre Segundo Nombra 
OHN CARLOS 

• Primer Apellido Segundo Apellido 

J N:- 

TIPO DE DOCUMENTO DE IDENTIFICACIÓN 
UA DDEi3ÓADANf 

NÚMERO DE DOCUMENTO DE IDENTIFICACIÓN 
73152085 

Municipio 1Q Departamento BQQVI Año .offMes Dla 

Na&#&çj4(u Y 

CERTIFICADO DE NACIDO VIVO ANTECEDENTE PARA EL REGISTRO CIVIL 

Los datos que el DANE solícita en este formulario, son estrictamente confidenciales y e8t1n protegidos bajo reserva estadística 

por la Ley 78 de 199, Art.5t0. 

CERTIFICADO DE NACIDO VIVO 

LUGAR DEL NACIMIENTO 

Departamento 

- 

AREA DEL NACiMIENTO 

ASECERA MUNICIPAL 

NÚMERO DEL CERTIFICADO DE NACIDO VIVO 

Municipio 
TURBO 

7 HEMOCLAS1FICACIÓN DEL NAjIDO VIVO  

Grupo sanguíneo
-

Factor Rh 

APELLIDO(S) Y NOMBRE(S) DE LA MADRE (TAL COMO FIGURAN EN EL DOCUMENTO DE IDENTIDAD): 
Primer Apellido Segundo Apellido Primer Nombre Segundo Nómbre 
PUE4TE

- j -
'L14A MARIA 

DE ACUERDO CON LA CULTURA, PUEBLO O RASGOS FiSICOS, EL NACIDO VIVO ES RECONOCIDO POR SUS PADRES COMO; 
NINGUNO OS LOS ANTERIORES -. 

A cual pueblo indígena pertenece? 

DATOS DE QUIEN CERTIFICA EL NACIMIENTO 

APELLIDO(S) Y NOMBRE(S) (TAL COMO FIGURAN EN EL DOCUMENTO DE IDENTIDAD): 

PROFESIÓN DE QUIEN CERTIFICA EL NACIMIENTO REGISTRO PROFESIONAL. — 
1EDICO 

LUGAR Y FECHA DE EXPEDICIÓN 

y
íimiento Firma de  ¿9'<c.iftae  

Impresión Generada del Sistema por Rectificación de información - Valida Como Antecedente para Registro Civil. 

https://nd:ruaf.gov.co7WebSiteNDE/BirthsPages/CertifiCadoNaCimiefltOLegal.aSPX 15/10/2021 

SEXO DEL NACIDO VIVO FEMENINO 

TIPO DE DOCUMENTO DE IDENTIFICACIÓN DE NÚMERO DE DOCUMENTO DE IDENTIFICACIÓNtE LA MADRE (TAL COMO FIGURA EN EL 
LA MADRE: DOCUMENTO DE IDENTIDAD) 

DULADECIUOADANÍA 1 11056
.-----.-- - 

65877O 
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1

Citador 02 Secretaria Sala Administrativa Consejo Seccional - Seccional Medellín

De: Consejo Seccional Judicatura - Antioquia - Medellin
Enviado el: miércoles, 15 de diciembre de 2021 9:25 a. m.
Para: Citador 02 Secretaria Sala Administrativa Consejo Seccional - Seccional Medellín
Asunto: RV: ACLARACION ANOTACION OPCION DE SEDE CONVOCATORIA 4
Datos adjuntos: CertificadodeIncapacidad.pdf; ConstanciaInformeNovedad.pdf; Certificado Nacido 

Vivo.pdf

1301 SANTIAGO 
 
ATENTAMENTE, 
 
DARLY EDILIA RODRIGUEZ MINOTA 
Secretaria 
Consejo Seccional de la Judicatura de Antioquia 

De: Juzgado 01 Administrativo - Antioquia - Turbo <jadmturbo@cendoj.ramajudicial.gov.co> 
Enviado: martes, 14 de diciembre de 2021 6:07 p. m. 
Para: Consejo Seccional Judicatura - Antioquia - Medellin <consecant@cendoj.ramajudicial.gov.co> 
Cc: Armel Vasquez Mejia <avasquem@cendoj.ramajudicial.gov.co> 
Asunto: ACLARACION ANOTACION OPCION DE SEDE CONVOCATORIA 4  
  
Turbo, diciembre 14 de 2021 
 
Cordial saludo,     
    
Atendiendo a que en los formatos de opción de sede para el registro de elegibles publicados en la página de la
Rama Judicial, se hacen anotaciones frente a cargos que corresponden a vacantes de este Juzgado, se hace la
siguiente precisión:  
 

1.  

Frente al cargo de OFICIAL MAYOR JUZGADO DE CIRCUITO, en el mismo se anota (*) sin embargo, la nota no 
corresponde a la razón por la cual esta persona presenta condiciones de estabilidad laboral; es de aclarar que 
quien ocupa uno de los cargos de Oficial Mayor y que presenta estabilidad es por LICENCIA DE MATERNIDAD 
con fecha de inicio 15 de octubre de 2021.     
 
Adicionalmente, debe indicarse que el fuero de maternidad iría hasta que el hijo de la empleada cumpla el 
primer año de vida, lo cual sería hasta el 15 de octubre de 2022. 
 
Atentamente, 
 
JESSICA MARÍA MONTALVO SALGADO 
SECRETARIA 
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2

 

 
Juzgado Primero Administrativo de Oralidad 
Calle 100 # 13 - 75 Piso 3 Palacio de Justicia  

Teléfono 827 61 00 Cel 321 362 13 40 
e-mail. jadmturbo@cendoj.ramajudicial.gov.co  

Turbo - Antioquia 
 
 

 
AVISO DE CONFIDENCIALIDAD: Este correo electrónico contiene información de la Rama Judicial de Colombia. Si no es el 
destinatario de este correo y lo recibió por error comuníquelo de inmediato, respondiendo al remitente y eliminando 
cualquier copia que pueda tener del mismo. Si no es el destinatario, no podrá usar su contenido, de hacerlo podría tener 
consecuencias legales como las contenidas en la Ley 1273 del 5 de enero de 2009 y todas las que le apliquen. Si es el 
destinatario, le corresponde mantener reserva en general sobre la información de este mensaje, sus documentos y/o 
archivos adjuntos, a no ser que exista una autorización explícita. Antes de imprimir este correo, considere si es 
realmente necesario hacerlo, recuerde que puede guardarlo como un archivo digital.  
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Consejo Superior de la Judicatura 

Unidad de Administración de Carrera Judicial 

 

Calle 12 No. 7 - 65   Conmutador - 3 817200 Ext. 7474 www.ramajudicial.gov.co 

 

 
 
 
 

C I R C U L A R  CJC22-2 
 
 
 
 
 
Fecha:  10 de febrero de 2022 
 
Para:  PRESIDENTES CONSEJOS SECCIONALES DE LA JUDICATURA   
 
De:  Directora Unidad de Administración de la Carrera Judicial 
 
Asunto: “Directriz sobre solicitudes de estabilidad laboral reforzada” 
 
 
 
 
 
En relación con el asunto de la referencia, se les recuerda a los Consejos Seccionales de 
la Judicatura que las facultades o competencias del Consejo Superior de la Judicatura1 – 
Unidad de Administración de la Carrera Judicial2 y de los Consejos Seccionales de la 
Judicatura3, que tienen a su cargo la administración de la carrera judicial, involucra la 
convocatoria al concurso de méritos, esto es, el concurso, la conformación de los registros 
de elegibles, y la elaboración y remisión al nominador de las listas de elegibles, dentro 
del ámbito de su competencia, pero no intervienen en el nombramiento de quiénes 
ocuparán los diferentes cargos a proveer, tanto en carrera como en provisionalidad, por ser 
este un acto propio de cada autoridad nominadora. 
 
Conforme a la anterior preceptiva, la decisión final sobre nombramiento en propiedad en 
cada despacho corresponde exclusivamente a la autoridad nominadora, así como también 
definir sobre las solicitudes de estabilidad laboral reforzada de los empleados en 
provisionalidad, sin que en ello intervenga el Consejo Superior de la Judicatura - Unidad de 
Administración de la Carrera Judicial o los Consejos Seccionales de la Judicatura. 
 
Por lo anterior, ante las solicitudes de estabilidad laboral reforzada que radiquen en la 
Corporación los empleados que se encuentran nombrados en provisionalidad, éstas 
deberán ser remitidas por competencia a la correspondiente autoridad nominadora para su 
atención, adicionalmente se sugiere emitir una circular con destino a los nominadores 
informando lo correspondiente. 
 

 
1 Artículo 85-17 Ibídem  
2 Artículo 1-a  del acuerdo 956 de 2000  
3 Artículo 101 – 1 Ley 270 de 1996 
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Hoja No. 2  Circular CJC22-2 
 

 
Calle 12 No. 7 - 65   Conmutador - 3 817200 Ext. 7474 www.ramajudicial.gov.co 

 

Es claro que para que el Consejo Seccional de la Judicatura proceda  a hacer anotaciones 
en la publicación de la vacante, debe mediar un acto administrativo expedido por el 
nominador en el que determine la existencia de estabilidad o cualquier circunstancia 
especial frente al servidor que ocupa la sede en provisionalidad y el término determinado o 
determinable de la decisión. 
 
 
Cordialmente, 
 
 
CLAUDIA M. GRANADOS R. 
Directora  
Unidad de Carrera Judicial. 
 

 
UACJ/CMGR/DLLB/YBGT 

26



Rama Judicial del Poder Público 

Consejo Superior de la Judicatura 

Sala Administrativa 

 

Calle 12 No. 7 65   Conmutador 5 658500  www.ramajudicial.gov.co 

 

 
 
PSAC11-43 

 
C I R C U L A R   

 
 
FECHA :      15 de Noviembre de 2011 

 
DE:   PRESIDENCIA SALA ADMINISTRATIVA  

 
PARA : PRESIDENTAS Y PRESIDENTES DE LAS SALAS 

ADMINISTRATIVAS DE LOS CONSEJOS SECCIONALES DE LA 
JUDICATURA Y NOMINADORAS Y NOMINADORES DE LA RAMA 
JUDICIAL.  

 
ASUNTO: Procedimiento a seguir frente a nombramientos en propiedad por 

concurso de méritos vs estabilidad laboral reforzada de servidoras 
judiciales vinculadas en provisionalidad y que se encuentran en 
estado de embarazo. 

 
FECHA: Bogotá DC., 15 de noviembre de 2011  

 
 
Apreciadas (os) doctoras (es): 

 
Como es sabido, las mujeres que se encuentran en estado de embarazo, tienen 
un fuero especial a la maternidad, en el que se prohíbe el despido durante el 
embarazo y los tres meses subsiguientes a la fecha del parto, amparado en la 
Constitución Política, el bloque de constitucionalidad y la Legislación Colombiana.  
 
Frente al tema, la Corte Constitucional se ha pronunciado en varias oportunidades 
en lo que se ha denominado ESTABILIDAD LABORAL REFORZADA y 
particularmente en el caso de existir tensión entre el derecho a la estabilidad 
laboral de la mujer embarazada, frente al derecho que tiene del servidor que 
aspira a ser nombrado en propiedad por concurso de méritos, señalando en su 
jurisprudencia que1, teniendo en cuenta el amparo especial del que goza la mujer 
en estado de embarazo y todos los derechos fundamentales que podrían verse 
transgredidos con su desprotección; en el caso concreto, debe prevalecer el 
derecho a la estabilidad laboral reforzada derivado del fuero de maternidad sobre 
la estabilidad laboral de la persona que pueda ser nombrada en carrera. Pues si 
bien, es una carga que se traslada a aquella, no se considera desproporcionada 

                                                
1 Sentencia T-088 de 2010.  
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Circular Hoja No. 2 

 

Calle 12 No. 7 - 65   Conmutador - 5658500    www.ramajudicial.gov.co 

 

ni excesiva teniendo en cuenta (i) la pluralidad de derechos constitucionales que 
se salvaguardan con esta medida, y (ii) la transitoriedad de la decisión, por no ser 
un estado que se prolongue indefinidamente en el tiempo.   
 
En consecuencia, y atendiendo los lineamientos expresados por la Corte 
Constitucional, en garantía de la protección de los derechos fundamentales de la 
mujer embarazada y del menor que está por nacer, es necesaria la adopción de 
medidas administrativas y afirmativas, que coadyuven a garantizar dicha 
estabilidad, para lo cual se seguirá el siguiente procedimiento: 
 
1. Conocimiento del estado de embarazo: Si el nominador conoce la situación 

de embarazo de la servidora que se encuentra nombrada en provisionalidad en 
un cargo de carrera, que se encuentra en vacancia definitiva, deberá, 
siguiendo el procedimiento establecido en el artículo 167 de la Ley 270 de 
1996, reportar la vacante definitiva, pero informará a la Sala Administrativa o 
Seccional correspondiente, del estado de embarazo y los datos de quien lo 
ocupa en provisionalidad, así como los soportes médicos que lo acreditan, a 
efectos de que la sede no sea ofertada como vacante definitiva; en tanto 
persista la especial protección.  

 
2. Desconocimiento del estado de embarazo: Si el nominador no conoce del 

estado de embarazo de la servidora y se adelanta el procedimiento establecido 
en la norma citada, dando curso a la conformación de las respectivas listas de 
elegibles o candidatos, el nominador, podrá abstenerse de efectuar el 
nombramiento de quien por concurso de méritos o traslado podría acceder al 
cargo en propiedad.  

3. Acto de Nombramiento: De haberse efectuado el nombramiento en 

propiedad, y entre el lapso que transcurre éste y la posesión en los términos 
del artículo 133 de la Ley 270 de 1996, se conoce de la situación de gravidez 
de la servidora nombrada en provisionalidad, el nominador deberá abstenerse 
de dar posesión en tanto persista la especial protección. De lo anterior deberá 
informarse a quien deba ser designado en propiedad.  

 
En cualquiera de las situaciones anteriores, la protección de la mujer en estado de 
embarazo y del menor que esta por nacer, en aplicación del principio de 
solidaridad y de la estabilidad laboral reforzada, va desde el momento mismo de la 
gestación, hasta el cumplimiento del primer año de vida del menor, de no darse 
una manifestación de voluntad de retiro de la servidora, respecto del cargo del 
cual se le esta brindando la protección.  
 
Para lo anterior, la servidora en provisionalidad, deberá aportar la prueba de 
gravidez, y el registro civil de nacimiento, a efectos de otorgar la protección aquí 
señalada.  
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Circular Hoja No. 3 
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4. Seguimiento Sala Administrativa y Seccionales: Comunicada la novedad, la 

Sala Administrativa o Seccional según corresponda la competencia, dará aviso 
a los integrantes del registro de elegibles, sobre la no ofertación de la sede 
vacante. 

 
En igual sentido hará el control respectivo, a efectos de que una vez cumplido el 
periodo de protección, la vacante sea ofertada o se de curso a los actos de 
nombramiento y posesión si es del caso, y se de curso a la normatividad y 
reglamento para la provisión de cargos en vacancia definitiva en propiedad, para 
lo cual deberá contar con el apoyo de los respectivos nominadores y de la 
Dirección Ejecutiva y Seccionales de Administración Judicial. 

 
 

Cordialmente,   
 

 
 
 

JOSE ALFREDO ESCOBAR ARAUJO  

Presidente 
 

 
UACJ 
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RV: ACCIÒN DE TUTELA Dr. JOSE IGNACIO SANCHEZ CALLE

Secretaria Sala Penal Tribunal Superior - Seccional Medellín
<secpenal@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Jue 17/02/2022 10:19 AM
Para:  Jose Ignacio Sanchez Calle <jsanchezc@cendoj.ramajudicial.gov.co>;
repartosanchezcalle@gmail.com <repartosanchezcalle@gmail.com>
CC:  Juan David Botero Alvarez <jboteroa@cendoj.ramajudicial.gov.co>

Buenos días señor Magistrado. 
 
Me permito remitir a su Despacho la demanda
de tutela promovida por LINA MARIA PUENTE
TORRES en contra de CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA Y
OTROS, allegada en la fecha a esta instancia por la oficina de
apoyo judicial de esta Corporación, con acta de reparto
correspondiente a su Despacho; lo anterior, para su
conocimiento y fines que estime pertinentes en sede de primera
instancia. 

Cordial saludo.

Andrés Ospina
Sala Penal

De: Paola Andrea Marulanda Chavarria <pmarulac@cendoj.ramajudicial.gov.co>

Enviado: jueves, 17 de febrero de 2022 10:06 a. m.

Para: Secretaria Sala Penal Tribunal Superior - Seccional Medellín
<secpenal@cendoj.ramajudicial.gov.co>

Cc: linapuentes22@hotmail.com <linapuentes22@hotmail.com>

Asunto: ACCIÒN DE TUTELA Dr. JOSE IGNACIO SANCHEZ CALLE
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De: Reparto Oficina Judicial Tribunal Superior - Seccional Medellín
<repartofjudtsmed@cendoj.ramajudicial.gov.co>

Enviado: jueves, 17 de febrero de 2022 9:47

Para: Paola Andrea Marulanda Chavarria <pmarulac@cendoj.ramajudicial.gov.co>

Asunto: RV: ACCION DE TUTELA CON MEDIDA PROVISIONAL
 

De: Secretaria Tribunal Administrativo - Antioquia - Seccional Medellin
<sectribant@cendoj.ramajudicial.gov.co>

Enviado: jueves, 17 de febrero de 2022 9:25

Para: Reparto Oficina Judicial Tribunal Superior - Seccional Medellín
<repartofjudtsmed@cendoj.ramajudicial.gov.co>

Asunto: RV: ACCION DE TUTELA CON MEDIDA PROVISIONAL
 
Buenos días, Remito tutela que fue presentada al correo de esta Secretaría

Cordialmente,

Marcela Amariles Tamayo

Secretaria General
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Tribunal Administrativo de Antioquia  



 sectribant@cendoj.ramajudicial.gov.co 
   Teléfono: +57-4 2301673       

   Carrera 65 # 45-20 Of-427, Edificio Nuevo Naranjal,   

        Medellín-Antioquia

De: LINA PUENTES <linapuentes22@hotmail.com>

Enviado: jueves, 17 de febrero de 2022 8:41

Para: sectribant@cendoj.ramajudical.gov.co
<sectribant@cendoj.ramajudical.gov.co>; Secretaria Tribunal Administrativo -
Antioquia - Seccional Medellin <sectribant@cendoj.ramajudicial.gov.co>

Asunto: ACCION DE TUTELA CON MEDIDA PROVISIONAL
 
Señores: 
TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE ANTIOQUIA (Reparto) 
E.         S.         D. 
 
Ref.                                                      ACCIÓN DE TUTELA CON MEDIDA
PROVISIONAL 
 
ACCIONANTE:        LINA MARIA PUENTE TORRES 
 
ACCIONADO:                  CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA,
RAMA JUDICIAL –SECCIONAL DE ADMINISTRACION JUDICIAL-
ANTIOQUIA, JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO ORAL DEL
CIRCUITO DE TURBO ANTIOQUIA EN CABEZA DEL JUEZ ARMEL
VASQUEZ MEJIA. 

AVISO DE CONFIDENCIALIDAD: Este correo electrónico contiene
información de la Rama Judicial de Colombia. Si no es el destinatario de
este correo y lo recibió por error comuníquelo de inmediato,
respondiendo al remitente y eliminando cualquier copia que pueda tener
del mismo. Si no es el destinatario, no podrá usar su contenido, de
hacerlo podría tener consecuencias legales como las contenidas en la Ley
1273 del 5 de enero de 2009 y todas las que le apliquen. Si es el
destinatario, le corresponde mantener reserva en general sobre la
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información de este mensaje, sus documentos y/o archivos adjuntos, a no
ser que exista una autorización explícita. Antes de imprimir este correo,
considere si es realmente necesario hacerlo, recuerde que puede
guardarlo como un archivo digital.
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SALA DE DECISIÓN PENAL  

 

Trámite:  TUTELA – PRIMERA INSTANCIA 
Radicado:   05-001-22-04-000-2021-00193-00 
Accionante:  Lina María Puente Torres 
Accionado:  Consejo Superior de la Judicatura, Rama Judicial –Seccional de 

Administración Judicial- Antioquia y Juzgado Primero Administrativo Oral 
del Circuito de Turbo Antioquia 

Asunto:  Remite a reparto de Corte Suprema de Justicia 

 

Medellín, diecisiete (17) de febrero de dos mil veintidós (2022) 

 

Sería del caso que la Sala de Decisión que preside el suscrito admitiera la acción 

de tutela que instauró Lina María Puente Torres en contra el “Consejo Superior de la 

Judicatura, Rama Judicial –Seccional de Administración Judicial- Antioquia y Juzgado Primero 

Administrativo Oral del Circuito de Turbo – Antioquia” para la protección de los derechos 

fundamentales “DIGNIDAD HUMANA, MÍNIMO VITAL DEL MENOR, SALUD Y PROTECCIÓN 

A LA ESTABILIDAD LABORAL REFORZADA POR ENCONTRARME EN ESTADO DE 

LACTANCIA”; de no ser porque se infringirían las reglas de reparto y porque 

carece de competencia territorial.  

 

Desconocimiento de las reglas que fijó el Decreto 333 de 2021 

 

De asumirse el conocimiento en primer grado por esta Sala de Decisión, se 

infringirían las reglas del reparto. Ello es así, porque la presente acción de tutela 

es presentada por una empleada Judicial de un juzgado administrativo en 

contra del Consejo Superior de la Judicatura y porque “el juez competente para 

conocer de la acción de amparo se determina a partir de quien aparezca como accionado en 

el escrito de tutela, y no a partir del análisis de fondo de los hechos que lo fundamentan. Lo 

anterior, por cuanto del estudio de admisión no se pueden derivar conclusiones sobre el fondo 

del asunto planteado en la demanda, pues estas deberán surgir, justamente, de la valoración 

fáctica y jurídica que se realiza para dictar la sentencia.” (Autos 154 de 2004, 287 de 2007, 

022 de 2009, 012 de 2012, 123 de 2013, 166 de 2015, 402, 482 de 2016, 059 de 

2018, entre muchos otros); consecuentemente, considera este funcionario que 
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debe darse aplicación al numeral 8 del artículo 2.2.3.1.2.1 del Decreto 1069 de 

2015 (modificado por el Decreto 333 de 2021), que fija: 

 

8. Las acciones de tutela dirigidas contra el Consejo Superior de la 
Judicatura y la Comisión Nacional de Disciplina Judicial serán repartidas 
para su conocimiento en primera instancia, a la Corte Suprema de 
Justicia o al Consejo de Estado, y se resolverá por la Sala de Decisión, 
Sección o Subsección que corresponda de conformidad con el reglamento al 
que se refiere el artículo 2 .2.3.1.2.4 del presente decreto. 
 
Cuando se trate de acciones de tutela presentadas por funcionarios o 
empleados judiciales, que pertenezcan o pertenecieron a la jurisdicción 
ordinaria, el conocimiento corresponderá a la jurisdicción de lo contencioso 
administrativo, y cuando se trate de acciones de tutela presentadas por 
funcionarios o empleados judiciales, que pertenezcan o pertenecieron a 
la jurisdicción de lo contencioso administrativo, el conocimiento 
corresponderá a la jurisdicción ordinaria. En los demás casos de tutelas 
promovidas por funcionarios o empleados judiciales, las acciones de tutela 
serán conocidas por la Corte Suprema de Justicia o el Consejo de Estado. 

 

No se encuentra ninguna regla reparto (artículo 2.2.3.1.2.1 del Decreto 1069 de 

2015) que haga si quiera sospechar que la solicitud de amparo propuesta por 

Lina María Puente Torres deba ser repartida al Tribunal Superior de Medellín, por 

lo que entonces es evidente que concurre un flagrante error en el reparto, que 

habilita a la Sala a remitir el asunto para que se sortee nuevamente su 

conocimiento acorde numeral 8 ibidem citado.  

 

En palabras de la Corte Constitucional:: “(…), este mismo pronunciamiento se refirió a la 

posibilidad de que “esta Corporación o el superior funcional al que sea enviado un supuesto 

conflicto de competencia, proceda a devolver el asunto, conforme a las reglas de reparto del 

Decreto 1382 de 2000, en aquellos supuestos en que se presente una distribución caprichosa de 

la acción de tutela fruto de una manipulación grosera de las reglas de reparto contenidas en el 

mencionado acto administrativo, como sería el caso de la distribución equivocada de una acción 

de tutela interpuesta contra una providencia judicial emanada de una de las Altas Cortes”.1 

 

Ausencia de competencia territorial 

 

Por si lo anterior fuera poco, el Tribunal Superior de Medellín carece de 

competencia territorial.  

 

Como se sabe, la acción de tutela, que prevé el artículo 86 de la Constitución 

Política, no está supeditada al cumplimiento de formalidades o requisitos para 

 
1 Auto 124 de 2009 
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que el juez de tutela pueda conocer y decidir de fondo la solicitud de amparo de 

un derecho fundamental. 

 

Al respecto, la Corte Constitucional en sentencia C-483/08 con ponencia del 

Magistrado Rodrigo Escobar Gil, destacó: 

 
“(…) Por el principio de informalidad la acción de tutela no se encuentra sujeta 
a fórmulas sacramentales ni a requisitos especiales, que puedan 
desnaturalizar el sentido material de protección que la propia Constitución 
quiere brindar a los derechos fundamentales de las personas por conducto de 
los jueces. En aplicación de este principio, la presentación de la acción sólo 
requiere de una narración de los hechos que la originan, el señalamiento del 
derecho que se considera amenazado o violado, sin que sea necesario citar 
de manera expresa la norma constitucional infringida, y la identificación de ser 
posible de la persona autora de la amenaza o agravio. Adicionalmente, la 
presentación de la acción no requiere de apoderado judicial, y en caso de 
urgencia, o cuando el solicitante no sepa escribir, o sea menor de edad, podrá 
ser ejercida de manera verbal. 
 

Sin embargo, lo anterior se ve limitado ante las reglas de competencia en materia 

de tutela. En efecto, si bien todos los jueces de la República tienen la facultad 

para conocer una solicitud de amparo constitucional, no menos cierto es que en 

acciones de tutela existen dos factores que delimitan la competencia del 

funcionario para resolver el asunto en primer grado: i) factor territorial; y, ii) las 

acciones de tutela contra los medios de comunicación. 

 

Al respecto, vale revisar las normas que rigen la materia. Veamos: 

 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE 1991, ARTÍCULO 86. “Toda persona tendrá 
acción de tutela para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, 
mediante un procedimiento preferente y sumario, por sí misma o por quien 
actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales 
fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados 
por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública. (…)” 
 
DECRETO 2591 DE 1991, ARTICULO 37. PRIMERA INSTANCIA. “Son 
competentes para conocer de la acción de tutela, a prevención, los jueces o 
tribunales con jurisdicción en el lugar donde ocurriere la violación o la 
amenaza que motivaren la presentación de la solicitud. 
 
(…) 
 
De las acciones dirigidas contra la prensa y los demás medios de 
comunicación serán competentes los jueces de circuito del lugar.” 
 
DECRETO 1069 DE 2015, ARTÍCULO  2.2.3.1.2.1. (Recopiló el artículo 1 
de Decreto 1382 DE 2000, que fuera sustituido formalmente por el 
Decreto 1987 de 2017, pero conservó la misma redacción en el primer 
inciso). “Para los efectos previstos en el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991, 
conocerán de la acción de tutela, a prevención, los jueces con jurisdicción 
donde ocurriere la violación o la amenaza que motivare la presentación de la 
solicitud o donde se produjeren sus efectos,  
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Cuando la Corte Constitucional se ocupó de estudiar el asunto en la Sentencia 

C-054 de 1993, con ponencia del Magistrado Alejandro Martínez Caballero, 

anotó: 

 

“(…) La facultad de los jueces para conocer de un determinado asunto -en 
este caso la tutela- no es una facultad abierta o ilimitada sino que la propia 
Carta ha contemplado la posibilidad de que la autoridad competente someta 
a ciertas reglas el conocimiento de los asuntos judiciales, en virtud del 
principio de legalidad. Cuando el Decreto 2591 de 1991, expedido por 
autorización y de conformidad con la Constitución, estableció la competencia 
de los jueces para conocer de las acciones de tutela, no violó el artículo 86 de 
la Carta sino que justamente hizo viable su realización en la medida en que 
fijó parámetros racionales para la realización de este mecanismo tutelar y así 
garantizar la efectiva protección de los derechos, que es uno de los fines del 
Estado.” 

 

La misma Corporación mediante Auto 124 de 2009, que valga resaltar es la 

decisión hito de la línea jurisprudencial vigente sobre la materia y de la cual no 

duda en señalar su carácter vinculante (por ejemplo en el numeral 3 del Auto 064 

de 20182), puntualizó: 

 

“(i) Un error en la aplicación o interpretación de las reglas de 
competencia contenidas en el artículo 37 del decreto 2591 de 1991 puede 
llevar al juez de tutela a declararse incompetente (factor territorial y 
acciones de tutela que se dirijan contra los medios de comunicación). La 
autoridad judicial debe, en estos casos, declararse incompetente y 
remitir el expediente al juez que considere competente” 

 

Como se desprende de los textos normativos citados, la competencia territorial 

en tutela se rige por las cláusulas: i) “(…) donde ocurriere la violación o la amenaza que 

motivare la presentación de la solicitud”; o ii) “(…) donde se produjeren sus efectos”. La 

regulación no hace referencia –directa- al domicilio del demandante o del 

demandado, como es usual en la jurisdicción ordinaria. 

 

Es necesario no perder de vista que las precitadas cláusulas son inescindibles al 

punto que se funden en un único factor de competencia territorial y no dos como 

podría pensarse si se leen desprevenidamente o sin consideración a que la 

expresión “(…) o donde se produjeren sus efectos, (…)” fue introducida 

formalmente al ordenamiento jurídico por el Decreto 1382 de 2000 (hoy rige el 

Decreto 333 de 2021 con la misma redacción) que reglamenta el Decreto-Ley 

2591 de 1991 y del que la Corte Constitucional ha descartado reiteradamente 

que fijara reglas de competencia. La Sección Primera del Consejo de Estado en 

 
2 Tercero.- PREVENIR al Juzgado Octavo Laboral del Circuito de Bogotá, para que, en lo 
sucesivo, decida conforme a la jurisprudencia reiterada y vinculante de la Corte Constitucional en 
materia de conflictos de competencia, con el propósito de eliminar las barreras en el acceso a la 
administración de justicia y garantizar el goce efectivo de los derechos fundamentales. 
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Sentencia del 18 de julio de 2002 estudió ese tenor, inserto en el inciso primero 

del artículo 1 del Decreto 1382 de 2000, demandado en acción de nulidad porque 

presuntamente introducía un nuevo factor de competencia territorial no 

establecido en el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991. La Sala Plena de tal 

Corporación se pronunció en favor de la legalidad de tal disposición, "(...) 

interpretándola en el sentido de que el lugar donde se produce la violación o amenaza al derecho 

fundamental no sólo es aquel donde se despliega la acción o se incurre en la omisión, sino 

también adonde alcanzan los efectos de tales conductas." El Consejo de Estado manifestó 

que la misma Corte Constitucional en Sentencia T-574 de 1994 había hecho 

referencia a la cuestión sobre la competencia para conocer solicitudes de tutela 

cuando sus motivos se relacionaban con los efectos de actos expedidos por 

organismos que ejercían su autoridad a nivel nacional. "Aclaró que, pese a que dichos 

organismos tienen su sede en un determinado lugar desde donde profieren sus actos, éstos 

producen efectos en diferentes partes del país, de manera que si comprometen derechos 

fundamentales, la competencia para conocer de la demanda será de los jueces con jurisdicción 

en el lugar en que se concretaron los perjuicios o en que amenacen producirse". Así entendida, 

la disposición reglamentaria ya está implícita en el precepto reglamentado, 

pues el lugar donde se produzcan los efectos lesivos del derecho fundamental 

invocado es así mismo el lugar donde se produce su violación3. 

 

Establecido que en sede tutelar sólo existe un factor de competencia 

territorial se precisa que cuando la norma alude a la jurisdicción donde ocurriere 

la violación o la amenaza que motivare la presentación de la solicitud o donde se 

produjeren sus efectos, hace referencia a la afectación de derechos 

fundamentales y no a la presunta acción u omisión del demandado, pues lo que 

se viola o ultima necesariamente son prerrogativas superiores, lo que motiva la 

solicitud de amparo constitucional es su agravio. En otras palabras, cuando la 

norma usa las locuciones “violación” y “amenaza” se refiere al efecto y no a la 

causa. Consecuentemente, el análisis competencial debe enfilarse al sitio en que 

se ve ultrajado o amedrentado el derecho iusfundamental invocado y no donde 

tiene origen la trasgresión o el domicilio de la entidad accionada como muchos –

mal- entienden. De hecho, así lo razona la Corte Constitucional, quien ha 

concluido en varias decisiones que “(…) no necesariamente el lugar donde tenga su sede 

el ente que presuntamente ha violado derechos fundamentales, coincide con el sitio de ocurrencia 

de la vulneración. Asimismo, ha advertido que la competencia no siempre corresponde al juez 

con competencia donde se expidió un acto violatorio o la omisión, sino al del sitio donde se 

 
3 Corte Constitucional Auto 044 de 2016. M.P. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo 
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produzcan sus efectos, es decir, del lugar donde se presentó, ocurrió o repercutió la 

vulneración que se busca contrarrestar.”4 

 

En el caso concreto, la acción de tutela la presenta Lina María Puente Torres, 

empleada en provisionalidad del Juzgado Primero Administrativo Oral del Circuito 

de Turbo - Antioquia, a fin de la protección de los derechos fundamentales 

“DIGNIDAD HUMANA, MÍNIMO VITAL DEL MENOR, SALUD Y PROTECCIÓN A LA 

ESTABILIDAD LABORAL REFORZADA POR ENCONTRARME EN ESTADO DE LACTANCIA”; 

que considera amenazados por el nombramiento en propiedad de Anny Zuleyma 

Palacios Ibarguen en el cargo de Oficial Mayor que actualmente ostenta en 

provisionalidad, pues considera que tiene derecho a permanecer en el cargo 

hasta que su hija lactante cumpla 1 año de vida.  

 

Conforme a la demanda y sus anexos, no hay duda que la accionante reside, 

es atendida en salud, trabaja y pretende seguir laborando en Turbo – 

Antioquia, territorio en que esta Sala Penal carece de competencia, sin que sea 

relevante, como atrás se revisó, que en Medellín quede la oficina desde donde 

despacha uno de los accionados (“Rama Judicial –Seccional de Administración Judicial- 

Antioquia”), pues se sabe que sus potestades se extienden en todo el 

departamento de Antioquia, incluido el municipio de Turbo donde inciden las 

decisiones de que se queja la empleada judicial, lo cual se repite con la Sala 

Administrativa del Consejo Secciona de la Judicatura de Antioquia, que pudiera 

tener interés en el trámite propuestos. En resumen, esta Sala de Decisión carece 

absolutamente de competencia territorial para asumir la acción de tutela 

presentada, incluso a prevención. 

 

Decisión 

 

Corolario de lo expuesto, se DISPONE REMITIR INMEDIATAMENTE la solicitud 

de amparo constitucional y sus anexos al reparto de los despachos de 

Magistrado que conforman la Corte Suprema de Justicia, que valgan anotar, 

sí tienen competencia en Turbo-Antioquia.  

 

Por la Secretaría de la Sala Penal del Tribunal Superior de Medellín envíese 

inmediatamente el asunto y entérese la decisión a la accionante.  

 

 
4 Ver providencias: A029/11, A214/11, A244/11, A241/14 entre otras. 
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C Ú M P L A S E 

 
Firma recuperable

X
JOSÉ IGNACIO SÁNCHEZ CALLE

Magistrado Ponente

Firmado por: 897376b4-2d4a-48b3-ad4f-8f6e3e57cf87  
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE TURBO- ANTIOQUIA 

RESOLUCIÓN NÚMERO 14 

Turbo - Antioquia, febrero catorce (14) de dos mil veintidós (2022) 

POR MEDIO DE LA CUAL SE REALIZA UN NOMBRAMIENTO EN PROPIEDAD EN EL 
CARGO DE OFICIAL MAYOR 

EL JUEZ PRIMERO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE TURBO ANTIOQUIA, 
en uso de las facultades legales y en especial las que le confiere la Ley 270 de 1996, en cumplimiento del 
Acuerdo CSJANTA22-12 del 7 de enero de 2022, expedido por el Consejo Seccional de la Judicatura de 
Antioquia, y 

CONSIDERANDO: 

Que mediante Acuerdo CSJANTA22-12 del 7 de enero de 2022, expedido por el Consejo Seccional de la 

Judicatura de Antioquia, se conformó el registro de elegibles para el cargo de Oficial Mayor para este 
despacho. 

Que la lista fue enviada al correo electrónico de este Despacho el día 25 de enero del año 2022 a las 5:13 
pm; por lo que se entiende recibida el día 26 de enero de 2022. 

Que mediante providencia del 26 de enero de 2022 proferida por el Tribunal Superior de Medellín en la 
tutela radicado 05001221000020220001000 se dictó como medida provisional la suspensión de los efectos 

del Acuerdo CSJANTA22-12 del 7 de enero de 2022, expedido por el Consejo Sional de la Judicatura 
de Antioquia. 

Que el 1° de febrero de 2022 se profirió Sentencia de la referida tutea declarando improcedente la acción 

y el levantamiento de la medida provisional; por lo cual los términos fueron reanudados desde el 2 de 
febrero de 2022, inclusive. 

Que el nombramiento de la persona a ocupar el cargo en propiedad debe hacerse dentro de los diez (10) 

días siguientes al recibo de la lista, de conformidad con el artículo 167 de la Ley 270 de 1996. 

Que en la lista de candidatos destinada a proveer dicho cargo, y en estricto orden de mérito, se encuentra 

la señora ANNY ZULEYMA PALACIOS IBARGUEN, identificada con C.C. No. 1.077.443.862, 

ocupando el segundo lugar. 

Que en dicho cargo fue nombrada la señora KELI FERNANDA MENESES SIERRA identificada con 
cédula de ciudadanía 1.045.513.760, en provisionalidad desde el 19 de octubre de 2021, inclusive y hasta 
el 17 de febrero de 2022, inclusive; fecha en la que finaliza la licencia de maternidad de la señora LINA 
MARÍA PUENTE TORRES, identificada con C.C. No. 1.007.649.456 

Y que para la fecha de proferir la presente resolución la señora LINA MARÍA PUENTE TORRES, 
identificada con C.C. No. 1.007.649.456 se encuentra en licencia de maternidad, pero que en nada afecta 
este acto administrativo que da cumplimiento a los derechos de carrera en concurso de méritos, 
comoquiera que los efectos jurídicos del presente Acto Administrativo se surtirán una vez finalice la 
licencia de maternidad, esto es, a partir del dieciocho (18) de febrero de 2022, inclusive. 

Juzgado Primero Administrativo Oral del Circuito de Turbo-Antioquia 
Calle 100 No. 13-75, Palacio de Justicia, piso 40,  telefax 8276100 

jadmturbo@cendoj.ramajudicial.gov.co  
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Que se hace necesario comunicar este nombramiento a la oficina de recursos humanos de la Dirección 

Seccional de Administración Judicial y a la Dirección Seccional de la Judicatura de Antioquia, para que 

se adopten las medidas pertinentes de carácter prestacional y de seguridad social en salud en relación con 
la señora LINA MARIA PUENTES TORRES, una vez concluya el disfrute de su licencia de maternidad 
y se haga efectiva su desvinculación laboral de la Rama Judicial, de conformidad con los lineamientos 
jurisprudenciales establecidos en la sentencia de unificación SU-070 de 2013, proferido por la Corte 
Constitucional. 

RESUELVE: 

PRIMERO: NOMBRAR EN PROPIEDAD a la señora ANNY ZULEYMA PALACIOS 
IBARGUEN, identificada con cédula de ciudadanía número 1.077.443.862; en el cargo de OFICIAL 
MAYOR DEL JUZGADO PRIMERO ADMINIS IRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE TURBO. 

SEGUNDO: Se le concede a la señora ANNY ZULEYMA PALACIOS IBARGUEN el término de ocho 
(08) días, contados a partir de la notificación de la presente resolución, para que manifieste si acepta o 

rehúsa el nombramiento que por medio de la presente resolución se le hace, de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 133 de la ley 270 de 1996. 

TERCERO: Requerir a la señora ANNY ZULEYMA PALACIOS IBARGUEN, en caso de aceptar el 
nombramiento en propiedad, para que en el término de quince (15) días a partir de su comunicación, tome 

posesión del cargo, lapso que puede ser prorrogado, a solicitud de parte, por una vez, siempre y cuando lo 

solicite antes del vencimiento de los quince (15) días. 

CUARTO: Se ordena el retiro y/o desvinculación del cargo de Oficial Mayor, de la señora KELI 
FERNANDA MENESES SIERRA identificada con cédula de ciudadanía 1.045.513.760, quien hasta el 

momento venía ocupando el cargo en provisionalidad por el término de la licencia de maternidad. Dicho 
retiro se hará efectivo a partir del momento en el que el nombrado en propiedad, según lo indicado en los 

artículos anteriores, tome posesión del cargo. 

QUINTO: Se ordena el retiro y/o desvinculación del cargo de Oficial Mayor, de la señora LINA MARIA 
PUENTE TORRES identificada con cédula de ciudadanía 1.007.649.456, quien hasta el momento venía 
ocupando el cargo en provisional ¡dad. Dicho retiro se hará efectivo a partir del momento en el que el 

nombrado en propiedad, según lo indicado en los artículos anteriores, tome posesión del cargo. 

Comuníquese la presente resolución por secretaría, siguiendo los lineamientos y respetando los términos 

legales, en especial lo dispuesto en el artículo 133 de la Ley 270 de 1996. 

SEXTO: Informar al Consejo Seccional de la Judicatura de Antioquia, en caso que la nombrada en 

propiedad acepte y se posesione, con el fin de actualizar el registro de elegibles, anexando copia del acto 

administrativo de nombramiento y del acta de posesión. 

SÉPTIMO: COMUNÍQUESE a la Oficina de Recursos Humanos de la Dirección ejecutiva de 

Administración Judicial y al Consejo Seccional de la Judicatura la presente decisión, para que se le 

garanticen a la señora LINA MARÍA PUENTE TORRES los derechos prestacionales y de seguridad 
social que a ella correspondan una vez terminada su licencia de maternidad y se haga efectiva su 
desvinculación laboral de la Rama Judicial, conforme lo establecido en la sentencia SU 070 de 2013, 

proferida por la Corte Constitucional. 

Juzgado Primero Administrativo Oral del Circuito de Turbo-Anti i quia 
Calle 100 No. 13-75, Palacio de Justicia, piso 40, telefax 82761 
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José Tomás Pardo Hernandez

De: Secretaria General Corte Suprema
Enviado el: viernes, 18 de febrero de 2022 12:05 p. m.
Para: José Tomás Pardo Hernandez
CC: Yeimy Alexandra Vargas Lizarazo; Carlos Orlando Hernandez Chiquiza
Asunto: RV: Auto remite tutela 050012204000202200193
Datos adjuntos: 03AutoRemiteTutelaaCorteSuprema.pdf

 
 
6 Buenas tardes Tomás envío acción de tutela para reparto por Sala Plena de LINA 
MARIA PUENTE TORRES 
 

22046R05001220400020220019300 
 
Muchas gracias y que tenga un feliz día. 
 
 
Cordialmente,  
 

 

  
Adriana Ramírez Peña 
Asistente Administrativo Grado 06 
Secretaría General  
(571) 562 20 00 ext. 1205  
Calle 12 N° 7 - 65 
Bogotá, Colombia.  

  
 

De: Notificaciones 02 JIPG Secretaria Sala Penal Tribunal Superior - Antioquia - Medellin 
<sec02sptsupmdl@notificacionesrj.gov.co> 
Enviado: viernes, 18 de febrero de 2022 8:38 a. m. 
Para: Presidencia Corte Suprema <presidencia@cortesuprema.gov.co>; Secretaria General Corte Suprema 
<secretariag@cortesuprema.ramajudicial.gov.co>; linapuentes22@hotmail.com <linapuentes22@hotmail.com> 
Cc: Jose Ignacio Sanchez Calle <jsanchezc@cendoj.ramajudicial.gov.co> 
Asunto: Auto remite tutela 050012204000202200193  
  

  
Medellín, dieciocho (18) de febrero de dos mil veintidós (2022)  

Rad: 050012204000 2022 00193 
  
Señores:  
Magistrados de la Corte Suprema de Justicia - Reparto  
presidencia@cortesuprema.gov.co; secretariag@cortesuprema.ramajudicial.gov.co;  
E.S.M  
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Señora:  
Lina María Puente Torres  
linapuentes22@hotmail.com;  
E.S.M  
  
Cordial saludo,  
   
Por medio del presente le COMUNICO que, mediante providencia del diecisiete (17) de febrero de dos mil veintidós 
(2022), la Sala Penal del Tribunal Superior de Medellín, remitió la acción de tutela instaurada por el (a) señor (a) Lina 
María Puente Torres en contra del Consejo Superior de la Judicatura, al reparto de los despachos de Magistrado 
que conforman la Corte Suprema de Justicia.   
  
Se anexa copia de la providencia para los fines constitucionales y legales pertinentes. 
  
Podrá acceder al expediente electrónico en el siguiente link: 22046R05001220400020220019300 
  
De antemano, agradezco acusar recibido.  
  
Atentamente,    
  
Jorge Andrés Restrepo Gil  
Escribiente Sala Penal de Medellín  
 310 454 68 63  
  
ADVERTENCIA: El correo electrónico de origen (sec02sptsupmdl@notificacionesrj.gov.co) se utiliza exclusivamente para los efectos de la notificación conforme a lo previsto en la
ley 527 de 1999, el artículo 291 del código general del proceso y el artículo 197 del código de procedimiento administrativo y de lo contencioso administrativo. La notificación personal
se entenderá entregada en los términos del decreto 806 de 2020, art 8°.  
  

De: Jose Ignacio Sanchez Calle <jsanchezc@cendoj.ramajudicial.gov.co> 
Enviado: jueves, 17 de febrero de 2022 5:06 p. m. 
Para: Notificaciones 02 JIPG Secretaria Sala Penal Tribunal Superior - Antioquia - Medellin 
<sec02sptsupmdl@notificacionesrj.gov.co> 
Asunto: A trámite secretarial  
  
Trámite:                        TUTELA – PRIMERA INSTANCIA  
Radicado:                     05-001-22-04-000-2022-00193-00  
Accionante:                  Lina María Puente Torres  
Accionado:                   Consejo Superior de la Judicatura, Rama Judicial –Seccional de Administración Judicial-

Antioquia y Juzgado Primero Administrativo Oral del Circuito de Turbo Antioquia  
Asunto:                         Remite a reparto de Corte Suprema de Justicia  
 
 

 

45



3

AVISO DE CONFIDENCIALIDAD: Este correo electrónico contiene información de la Rama Judicial de 
Colombia. Si no es el destinatario de este correo y lo recibió por error comuníquelo de inmediato, 
respondiendo al remitente y eliminando cualquier copia que pueda tener del mismo. Si no es el destinatario, 
no podrá usar su contenido, de hacerlo podría tener consecuencias legales como las contenidas en la Ley 
1273 del 5 de enero de 2009 y todas las que le apliquen. Si es el destinatario, le corresponde mantener 
reserva en general sobre la información de este mensaje, sus documentos y/o archivos adjuntos, a no ser que 
exista una autorización explícita. Antes de imprimir este correo, considere si es realmente necesario hacerlo, 
recuerde que puede guardarlo como un archivo digital.  
AVISO DE CONFIDENCIALIDAD: Este correo electrónico contiene información de la Rama Judicial de 
Colombia. Si no es el destinatario de este correo y lo recibió por error comuníquelo de inmediato, 
respondiendo al remitente y eliminando cualquier copia que pueda tener del mismo. Si no es el destinatario, 
no podrá usar su contenido, de hacerlo podría tener consecuencias legales como las contenidas en la Ley 
1273 del 5 de enero de 2009 y todas las que le apliquen. Si es el destinatario, le corresponde mantener 
reserva en general sobre la información de este mensaje, sus documentos y/o archivos adjuntos, a no ser que 
exista una autorización explícita. Antes de imprimir este correo, considere si es realmente necesario hacerlo, 
recuerde que puede guardarlo como un archivo digital.  
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Bogotá D. C., dieciocho (18) de febrero de dos mil veintidós (2022). 

 
Se recibió en la Secretaría General de la Corporación, la acción de tutela 
instaurada por la señora LINA MARIA PUENTE TORRES, contra el Consejo 

Superior de la Judicatura, la Dirección Seccional de Administración Judicial 
de Antioquia y el Juzgado Primero Administrativo Oral del Circuito de Turbo 

– Antioquia. 
 
 

DAMARIS ORJUELA HERRERA 
Secretaria General 

 

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA –SECRETARÍA GENERAL 
 

No. 11- 001-02-30-000-2022-00410-00 
 

Bogotá, D. C, 18 de febrero de 2022 

Repartido al Magistrado 
 

Dr. Álvaro Fernando García Restrepo 

 

 

 

El Presidente   

  

  

La Secretaria  

 

 
Bogotá, D.C.,     _________________________________ 

 
En la fecha pasa al Despacho del doctor García Restrepo, Magistrado de la 
Sala de Casación Civil de la Corporación, a quien correspondió por reparto 

la anterior acción de tutela. 
 

Consta de 1 cuaderno con 46 folios. 
 

 

DAMARIS ORJUELA HERRERA 

Secretaria General

 

CSJ
Texto tecleado
21 FEB . 2022
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